Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 13 minutos) 


La Subcomisión de Presupuesto integrada con Hacienda de la Cámara de Senadores se reúne en el día de hoy con el cometido de 
estudiar el proyecto de ley sobre contratos del Estado remitido por el Poder Ejecutivo. A ese respecto, el señor Senador Núñez 
desea realizar una exposición. 


SEÑOR NUÑEZ.- Quiero referirme en términos generales al proyecto de ley, apuntando a cuáles son los cambios fundamentales 
que tiene respecto a lo que hoy está vigente. Todos sabemos que actualmente todo contrato de compra -como lo establece el 
artículo 33 en su acápite- tiene como regla general para el Estado la licitación pública. Sin embargo, esta iniciativa tiene algunas 
modificaciones que creemos que no son solo un "aggiornamento" sino que cambian la filosofía de la ley en términos generales. 


El artículo 8% de esta iniciativa establece que todo contrato se celebrará mediante el procedimiento competitivo que mejor se 
adecue a su objeto. Allí ni siquiera hay un indicio de cuál es el procedimiento predominante como sí se establecía en el texto 
anterior al mencionar que la licitación pública era la regla general. Este es un cambio bastante importante en torno a la forma en 
que el Estado debe contratar. 


Por su parte, el artículo 9” dice: "A falta de previsión expresa de otro procedimiento, corresponderá el procedimiento de la licitación 
pública". 


Con respecto a la licitación pública, parecería que claramente el elemento a tener en cuenta es el monto ya que las compras del 
Estado se deben ceñir a dicho monto, el cual está determinado. 


En el artículo 10 establece lo siguiente: "Corresponderá el procedimiento de la licitación privada cuando la licitación pública, o el 
remate resultaren desiertos, o no se presentaren ofertas válidas o admisibles, o las mismas sean manifiestamente inconvenientes". 
Antes a este procedimiento se lo llamaba licitación abreviada y era aplicable en los casos donde se preveían plazos más cortos. 


En el artículo 11 aparece un mecanismo nuevo que es el de subasta o remate cuando de la contratación a realizar se deriven 
entradas o recursos para la Administración. Desearíamos detenernos un poco en este artículo porque, por lo menos dentro de lo 
que yo considero -obviamente sé que otros señores Senadores tienen una postura diferente- en el caso de que en la compra o en 
el contrato de la Administración pública con terceros se deriven entradas, puede haber por lo menos dos casos: el primero, cuando 
se compran cosas y otro cuando se dan en concesión. En este último caso, también se generan entradas para el Estado. Aquí 
parece que preceptivamente corresponde la subasta o el remate. En lo personal, quería manifestar que en esos casos de 
concesiones, en donde haya una entrada de dinero para el Estado, no siempre la subasta -si no existen algunos mecanismos 
previos como la precalificación, entre otros- es, desde mi punto de vista, el mejor procedimiento. Lo que sí garantiza es la 
transparencia y también asegura que el mejor postor o el que ofrezca mejor precio será el que resultará contratado. Creo que en 
las licitaciones hay que tener en cuenta la calificación, los antecedentes, porque se refiere a alguien que va a administrar o ejecutar 
tareas concretas en nombre del Estado. Esa es la primera duda que se me presenta al distinguir la subasta cuando se vende algo o 
se compra y la subasta cuando se concesiona. En esos casos, me parece que habría que tener algún tipo de mecanismo de 
precalificación que acompañe a la subasta. 


El artículo 12 dice: "Corresponderá el procedimiento de pregón o puja a la baja" -esto es algo nuevo, pero que se asimila a la 
práctica de la Administración- "cuando de la contratación a realizar se deriven gastos de funcionamiento o de inversión para la 
Administración y la misma tenga un objeto preciso", etcétera. Creo que con esto queda claro a qué me estoy refiriendo. 


Este era un mecanismo utilizado por las Comisiones de Adjudicaciones cuando existían precios similares. Entonces, se conversaba 
con los distintos oferentes a los efectos de que mejoraran los precios y para determinar cuál era, en definitiva, el ganador. En este 
caso, en lugar de hacerlo las Comisiones de Adjudicaciones, lo hará el ordenador, puesto que este tipo de negociaciones compete 
al ordenador de gastos. Me parece que eso genera algunas dificultades, fundamentalmente porque no tiene las mismas garantías 
de composición de una Comisión que puede ser representativa del conjunto del organismo y no sólo del ordenador de gastos. 


Por su parte, el artículo 13 expresa: "Corresponderá el procedimiento de la contratación directa o el procedimiento que el ordenador 
determine por razones de buena administración", etcétera. Esto es similar a lo que estaba vigente, salvo en algunos casos que 
quiero destacar, sobre todo en los últimos literales, que me parecen un poco complicados. 


Con respecto al literal ¡i) de ese artículo, anteriormente existía un mecanismo mediante el cual, a pesar de que los montos no 
alcanzaran... 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En realidad pensé que el señor Senador Núñez iba a efectuar un comentario más general de 
aproximación. Pero en vista de la forma de exponer sus consideraciones, sugeriría que a los efectos prácticos, fuéramos tratando 
artículo por artículo. 


SEÑOR NUÑEZ.- Lo que me interesa destacar es la filosofía de las contrataciones, cuáles son las posibilidades de contratación y 
cómo se determinan. Esta era la primera de las preocupaciones que quería manifestar. La segunda tiene que ver con las 
excepciones para la compra directa, la tercera radica en el problema de los plazos -que se presenta en alguno de los artículos- y 
también en qué pasa en caso de incumplimiento de alguna de las responsabilidades. El mecanismo utilizado anteriormente era el 
sumario administrativo al funcionario responsable de los incumplimientos a las disposiciones del TOCAF, pero ahora se establece 
que se usará el procedimiento pertinente para determinar los responsables. O sea que da la impresión como de que el sumario ya 
no es la regla general para la determinación de las responsabilidades. 


Por otra parte, también me interesaría discutir sobre el problema de los plazos, y eso lo podemos ir haciendo artículo por artículo. 


Sin embargo, creo que en esto hay una nueva filosofía y que no se trata solamente de una forma de puesta al día y de mejora de 
los procedimientos y de los plazos, sino que no se tiene claro -porque queda más difuso- cuál es el mecanismo general de compras 
del Estado y cómo se deben hacer dichas compras y los contratos. 


Por otro lado, señor Presidente, no tengo inconveniente en estudiar este proyecto de ley artículo por artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, si el resto de los señores Senadores está de acuerdo, comenzaremos a analizar el proyecto de 
ley artículo por artículo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En todo caso, aquellos artículos respecto de los cuales los señores Senadores tengan reparos, como los 
que ha mencionado el señor Senador Núñez, serían desglosados y, eventualmente, la Comisión podría invitar a los autores del 
proyecto de ley a que concurran a este ámbito para explicar directamente los casos en los que la objeción planteada no nos resulte 


clara, tanto en un sentido positivo como negativo. Digo esto, señor Presidente, con la intención de que el trabajo de la Comisión 
avance más rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, comenzaremos con el estudio del artículo 12. 
Léase. 
(Se lee:) 


"Artículo 1*.- Los contratos del Estado se ajustarán a los principios generales y prescripciones de la presente ley sin perjuicio de las 
disposiciones especiales relativas a determinados contratos o Administraciones Públicas. 


Quedan comprendidos dentro del concepto de Administraciones Públicas el Estado, los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados, los Gobiernos Departamentales y, en general, todo órgano público estatal actuando en función administrativa". 


En consideración. 

En esta etapa de nuestro trabajo, no vamos a proceder a votar, simplemente vamos a dar el texto por aprobado. 
Léase el artículo 2”. 

(Se lee:) 


"Artículo 2*.- Los principios generales que regirán la celebración y ejecución de dichos contratos así como el control de los órganos 
estatales en materia de contrataciones serán: 


a) flexibilidad; 

b) delegación; 

Cc) ausencia de ritualismo; 

d) materialidad frente al formalismo; 

e) veracidad salvo prueba en contrario; 


f) publicidad, igualdad de los oferentes, y concurrencia en los procedimientos competitivos para el llamado y la selección de 
las ofertas; 


g) transparencia; 
h) equidad; 

i) eficiencia; y 

j) buena fe. 


Los principios antes mencionados servirán de criterio interpretativo para resolver las cuestiones que puedan suscitarse en la 
aplicación de las disposiciones pertinentes". 


En esta disposición se agregan los principios de transparencia, equidad, eficiencia y buena fe al artículo del TOCAF que estaba 
vigente. 


En consideración. 


SEÑOR GALLINAL.- A propósito de la expresión del acápite del artículo "celebración y ejecución de dichos contratos", quisiera 
decir que en la celebración de los contratos hay una etapa previa que, lógicamente, debe estar regida por los mismos principios. Es 
algo que deberíamos tener presente. Quizás "preparación" podría ser la palabra adecuada, pero tenemos que buscar un término 
que comprenda también ese concepto. Digo esto porque la celebración significa, de alguna manera, el cumplimiento de ciertas 
etapas previas que permiten ingresar a esa definición. 


Por otro lado, entiendo totalmente -además, está de moda- la expresión "transparencia" pero, en realidad, no tiene mucho 
significado. Por eso tendríamos que buscar para esa palabra alguna otra definición que la vuelva más concreta, porque la 
transparencia es algo así como la nada. A veces, el término "cristalinidad" se ajusta más al propósito de la norma. Sin embargo, 


reconozco que ninguna de las dos palabras son vocablos jurídicos que se utilicen generalmente en el léxico al que están 
habituados, antes que nada, quienes van a consultar estas leyes. 


Dejo estas dos reflexiones para que sean tenidas en cuenta en el momento en que pasemos a la aprobación definitiva del proyecto 
de ley. Lo que sí me parece claro es que deberíamos intentar que quedaran comprendidas en la etapa a que refiere el acápite del 
artículo esas instancias previas a lo que propiamente se entiende como celebración de un contrato. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- La expresión anterior que en algún sentido era mejor, en materia de contratación, parece comprender un 
concepto más amplio. Entonces, en principio, me quedaría con esa expresión. 


Coincido con el señor Senador Gallinal en el sentido de que de estos cuatro principios que se enumeran en materia de 
contratación, en un texto que pretende ser un Texto Ordenado, el único que valdría la pena incorporar es el de buena fe que, 
además, tiene dos o tres milenios de asentamiento y que, de alguna manera, lo conlleva todo. A su vez, en materia de contratación, 
desde la Ley de las Doce Tablas para acá, es un criterio que deja entender bien lo que se quiere decir. Obviamente, no hay buena 
fe si no hay transparencia. 


Lo relativo a la eficiencia ya sería un problema de la Administración y no tanto del que contrata. Entonces, puede llegar a ser 
contradictoria la eficiencia, en algún caso. De repente es más eficiente, por ejemplo, no ser muy equitativo con los oferentes. Creo 
que la eficiencia es otro tema de esto. 


Quizás nos podríamos quedar con un acápite similar al actual y limitarnos a incorporar la buena fe, atendiendo a los comentarios 
acertados del señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL..- En realidad, no creo que estén mal algunas de las modificaciones que introduce el acápite, porque se refiere 
directamente a la celebración y ejecución de los contratos, y el otro artículo habla del contralor de los organismos estatales en 
materia de contratación. Deberíamos buscar una redacción que se refiriera a los principios generales que regirán la actuación, 
celebración, aceleración y ejecución, aunque pensando en la etapa previa, yo había hablado de "preparación", por lo que se 
establecería la expresión: preparación, celebración y ejecución de dichos contratos, así como la actuación y el contralor de los 
organismos. Creo que podríamos ir por ese andarivel. 


Asimismo, comparto lo que dice el señor Senador Atchugarry en cuanto a que quizás deberíamos buscar incluir el término 
"equidad" -si no es que ya lo está- en el literal f). ¿A qué refiere la equidad? A la posibilidad de participar en iguales condiciones, 
todos los oferentes, en un procedimiento competitivo. Después puede aparecer una serie de diferenciaciones o distinciones que la 
propia ley establezca, como lo hace en el caso de las inversiones, en cuanto a la posibilidad de que exista iniciativa privada. Como 
recordarán los señores Senadores, se ha establecido una ventaja comparativa para quien toma la iniciativa privada, el Estado la 
recoge y luego convoca a licitación o a un procedimiento competitivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En función de lo expuesto, la Comisión estaría de acuerdo con las observaciones formuladas. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Además, sugiero que la Secretaría haga llegar la versión taquigráfica de la sesión de hoy al equipo 
redactor, señalándole que esta es la idea en esta materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se procederá. 
Léase el artículo 3*.- 
(Se lee:) 


"Artículo 3”.- Son sujetos de la contratación administrativa las Administraciones Públicas, expresando su voluntad mediante los 
órganos competentes dentro de los límites de sus respectivas competencias, y las personas naturales o jurídicas nacionales o 
extranjeras, en ejercicio de la capacidad jurídica que establece el Derecho común, actuando individualmente o agrupadas en 
cualquier forma legalmente admitida". 


En consideración. 


SEÑOR NUÑEZ.- En presencia del Secretario de la Presidencia y del doctor Delpiazzo, hicimos algunas observaciones, 
fundamentalmente, en cuanto a la introducción de personas jurídicas naturales, nacionales o extranjeras. 


Una de ellas era el hecho de que un organismo pudiera contratar con empresas extranjeras y el rango en el cual lo podía realizar. 
Eso fue aclarado -lo digo, exclusivamente, para que conste en la versión taquigráfica- por el doctor Delpiazzo diciendo que cada 
organismo tiene sus límites, sus competencias, sus montos máximos y, obviamente, algunos de ellos no tienen por qué contratar 
con empresas extranjeras. 


Otra aclaración refería al tema de la prioridad que tienen las empresas nacionales frente a las extranjeras si hay ofertas más o 
menos similares que, según se nos decía, estaban amparadas en otra disposición y que seguía vigente. Entonces, esto no pone en 
pie de igualdad a las empresas extranjeras con las nacionales. 


Quería dejar aclarado esto porque ya estaba en las versiones taquigráficas anteriores y era una de las dudas que teníamos con 
respecto a este artículo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Está claro que en los casos donde hay un criterio de preferencia nacional o de zona reservada para una 
empresa nacional -así lo admite el Derecho Internacional- no resulta alterado por este artículo. Creo que el propósito es 
simplemente ilustrativo y declarativo; no altera la regla y creo que está bien dejar la constancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 4”. 


(Se lee:) 


"Artículo 4”.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, constituirán impedimentos para contratar con las Administraciones 
Públicas: 


a) Ser funcionario público dependiente de los organismos de la Administración contratante, no siendo de recibo las ofertas 
presentadas a título personal, o por firmas, empresas o entidades con las cuales el funcionario esté vinculado por razones de 
dirección, control o dependencia. No obstante, en este último caso, tratándose de funcionarios que no tengan intervención en la 
dependencia estatal en que se desarrolle el procedimiento de contratación, podrá darse curso a las ofertas presentadas en las que 
se deje constancia de esa circunstancia. 


b) Haber sido declarado en quiebra o liquidación, o estar en concurso de acreedores, en tanto no se obtenga la correspondiente 
rehabilitación. Tampoco podrán contratar con el Estado quienes se encuentren en concordato no homologado, cualquiera sea su 
naturaleza. 


Cc) Haber incumplido en forma grave o reiterada contratos con la Administración Pública, o haber incurrido en cualquier otra 
conducta que haya motivado la exclusión del Registro General de Proveedores y Contratistas del Estado referido en los artículos 62 
y 7* de la presente Ley. 


d) Haber actuado como funcionario, consultor o asesor contratado por la Administración, sea con recursos propios o provenientes 
de organismos internacionales de crédito de los que la República forma parte, en el asesoramiento o preparación de Pliegos de 
Condiciones Particulares relacionados con la licitación o procedimiento de contratación administrativa de que se trate. 


e) Tener conflictos de interés con la parte contratante. 


f) No estar inscripto en el Registro General de Proveedores y Contratistas del Estado referido en el literal c) precedente, o no estar 
al día en el cumplimiento de las obligaciones fiscales y de la seguridad social. 


g) Haber sido condenado por la comisión de delitos económicos; cuando el contratante sea una persona jurídica, el impedimento 
referido se considerará con relación a sus representantes, administradores o directores". 


En consideración. 


SEÑOR ASTORI.- Creo conveniente que en el literal g) se ponga punto y seguido en lugar de punto y coma en: "delitos 
económicos; cuando el contratante..".. 


SEÑOR NUÑEZ.- Los literales que se incorporan, en términos generales, me parecen adecuados como impedimentos para 
contratar. 


Lo que de alguna forma me extraña es que el numeral 4” anterior desaparece, no lo veo contenido en ninguno de los otros 
anteriores. Decía que era impedimento para contratar con el Estado, carecer de habitualidad en el comercio, industria y ramo. O 
sea, que de alguna forma se le pedía tener antecedentes comerciales a las empresas que podían contratar con el Estado, cosa que 
ahora no se hace. Tampoco es un elemento determinante, pero me llama la atención que ahora no se ponga. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Como vía indirecta, está a través del requisito de figurar en el Registro. Según la naturaleza de la 
contratación, se incorpora, incluso, el estar al día con las obligaciones fiscales y demás, así que pienso que, de alguna manera, 
está derivado. 


SEÑOR NUÑEZ.- No se actualiza el Registro General de Proveedores del Estado muy asiduamente, entonces, muchas veces no 
se determina la habitualidad. Pero dejémoslo como un punto a estudiar más adelante, porque no es determinante. 


SEÑOR ASTORI.- En primer lugar, quiero decir que coincido con el señor Senador Atchugarry en cuanto a que esto está 
indirectamente planteado con el literal f), pero también quiero hacer un comentario sobre el numeral 4* en vigencia, porque creo 
que su redacción es insólita. Este dice "carecer de habitualidad en el comercio o industria del ramo a que corresponde el contrato". 
Quiere decir que la carencia de habitualidad es un punto en contra, y se agrega: "salvo que, por tratarse de firmas o empresas 
nuevas, demuestren solvencia y responsabilidad". Con esto se sugiere que, si hay habitualidad, la solvencia y la responsabilidad no 
son necesarias. Esto es terrible, así que superemos este numeral 4* rápidamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 5%, 
Léase. 
(Se lee:) 


"Artículo 5*.- Los titulares, asesores o funcionarios de los órganos competentes de la Administración Pública deberán excusarse 
de intervenir cuando 


la parte contratante esté ligada por razones de parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad o tercero de afinidad. 


En igual sentido deberán excusarse por tener o haber tenido en el último año alguna vinculación de índole profesional o 
empresarial, ya sea directamente o por interpuesta persona". 


SEÑOR GALLINAL.- Quiero dejar planteado el tema. En realidad, arranca con el artículo 1? y veo que se repite en los diferentes 
artículos, además, quiero hacer una consulta a los autores del proyecto. Veo que se habla de las Administraciones Públicas y ese 
no es un concepto que tengamos incorporado 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está tomado del Derecho de España. 


SEÑOR GALLINAL.- Tenemos una definición de Administración Pública que después se va repitiendo. Si incorporamos el 
concepto, lo hacemos, porque el artículo 1* lo define cuando dice: "Quedan comprendidos dentro del concepto de Administraciones 


Públicas". Pero sucede que, después, se va volviendo confuso. Por ejemplo, en el artículo 4%, donde dice: "tener conflictos de 
interés con la parte contratante", el conflicto de interés puede estar referido, o al organismo con el que se va a realizar el contrato o 
a la Administración Pública en general. Creo pertinente hacer la consulta a los autores del proyecto, para ver si podemos afinar más 
el concepto porque, después, pasa a ser muy importante en todo lo que tiene que ver con el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los miembros de la Comisión me permiten, quiero señalar que, de acuerdo con lo aceptado por la 
doctrina uruguaya, el concepto de Administración Pública es el siguiente: "Son todos los órganos del Estado actuando en ejercicio 
de la función administrativa". 


Desde el primer momento me extrañó y, como decía el doctor Etchegoyen, me rechinó que se introdujera la expresión 
"Administraciones Públicas", que es típica del Derecho Público español. Así la utilizan las diferentes leyes españolas y en España 
se ha hecho costumbre hablar de las Administraciones Públicas. 


En nuestro país, desde las enseñanzas de Enrique Sayagués Laso hacia adelante, siempre se ha entendido que el concepto de 
Administración Pública -y, además, ello surge de la propia Constitución de la República- es el de todos los órganos del Estado 
actuando en función administrativa. Entonces, si utilizáramos la expresión "Administración Pública" como es tradicional, creo que no 
habría ningún inconveniente y estaríamos terminando con esa suerte de "españolización" en el proyecto de ley. 


Pero, si se considera necesario, consultaríamos a los autores de la iniciativa. 


SEÑOR GALLINAL.- Para nosotros, la Administración Pública es una sola y así la definimos en nuestra propia organización 
institucional. 


Entonces, como en el artículo 5% se habla de la Administración Pública, propongo que se realicen las consultas pertinentes para 
luego ver la forma cómo lo implementamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


"Artículo 6*.- En toda contratación de obra pública, cuyo monto exceda de 600.000 (seiscientas mil) Unidades Indexadas, todas las 
Administraciones Públicas deberán exigir a los oferentes la presentación del Certificado de inscripción y en su caso de aptitud 
económico-financiera y técnica necesaria respecto de las obligaciones que emanan de la contratación considerada, extendido por 
el Registro Nacional de Empresas de Obras Públicas llevado por el Poder Ejecutivo, el que queda facultado para su 
reglamentación. 


El Registro deberá entregar cuando se le solicite, los certificados que expide a los Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y 
Gobiernos Departamentales". 


En consideración. 


Si aceptamos o nos inclinamos por cambiar el concepto de Administraciones Públicas, habría que decir: "En toda contratación de 
obra pública, cuyo monto exceda de 600.000 (seiscientas mil) Unidades Indexadas, todos los organismos de la Administración 
Pública deberán exigir" y luego continúa la redacción tal como está. Ese sería el cambio en la redacción, pero el mismo queda para 
más adelante. 


SEÑOR ASTORI.- Esa redacción quedaría coherente con el artículo 5. 


Alos efectos de que se tenga en cuenta para el futuro, creo que debemos suprimir la siguiente expresión: "el que queda facultado 
para su reglamentación". Digo esto, porque el Poder Ejecutivo no necesita que nosotros lo facultemos para reglamentar el Registro 
Nacional de Empresas de Obras Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el artículo 7*. 
(Se lee:) 


"Artículo 7*.- En toda contratación con objeto distinto a una obra pública, cuyo monto exceda de 600.000 (seiscientas mil) 
Unidades Indexadas, todas las Administraciones Públicas deberán exigir a los oferentes la presentación del Certificado de 
inscripción, extendido por el Registro General de Proveedores y Contratistas llevado por el Poder Ejecutivo, el que queda facultado 
para su reglamentación. 


Los registros propios que lleven los Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Gobiernos Departamentales se considerarán 
constitutivos de una unidad con el Registro General de Proveedores y Contratistas, de modo que la información estará disponible 
para todas las Administraciones Públicas sin restricciones. 

Sin perjuicio de la centralización y libre flujo de la información, la inscripción de cada interesado será única, podrá realizarse 
descentralizadamente y por medios remotos de comunicación electrónica, de modo que ninguna Administración Pública podrá 
exigir una nueva inscripción a quien ya se encontrare inscripto en cualquiera de los registros existentes. 


En caso de incumplimientos contractuales debidamente constatados, la sanción proporcionada a la infracción incurrida que 
disponga la Administración pública respectiva, deberá ser tenida en cuenta por todas las demás". 


En consideración. 
SEÑOR ASTOR!.- Diría que, más que un artículo 65 modificado, es uno nuevo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Totalmente de acuerdo, señor Senador. 


SEÑOR ASTORI.- Lo digo porque la fuente indica: "artículo 65 modificado". En este caso el artículo 65 puede haber sido, como 
máximo, fuente de inspiración. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Estoy totalmente de acuerdo. Este es de los artículos sobre el que me gustaría escuchar a sus autores. 
Supongo que la referencia es porque muchas organizaciones tienen el sueño del registro propio y lo llevan adelante. 


Ahora bien, en la práctica no sé cómo puede llegar a funcionar este flujo que se dispone. Me allanaría más a una solución en el 
sentido de que el Registro de Proveedores del Estado es uno, y nada más, y que eso da derecho a éste a licitar, y punto porque, de 
lo contrario, no se entiende muy bien cómo es el asunto. Lo propio puede decirse de la facultad de que cualquier organismo remoto 
se inscriba, vaya a saber con qué criterios. Según lo que se está diciendo, quisiera saber si hago el ingreso en el Registro de 
Proveedores de la Intendencia Municipal de Artigas, según sus criterios, queda o no registrado. De pronto no me piden 
determinados comprobantes porque la reglamentación de Artigas no lo exige. Entonces, sería propenso a establecer una solución 
un poco más específica. Coincido con el problema que identifica a los autores en el sentido de que no puede ser que existan 
registros especiales en cada lado al que se vaya a contratar y que si, por ejemplo, incumplo con la Intendencia Municipal de 
Montevideo, eso no queda registrado cuando voy a hacer lo propio con la de Canelones. Estos registros procuran, básicamente, 
instaurar un criterio uniforme en cuanto a exigir algunos requisitos mínimos y, sobre todo, llevar uno de los incumplimientos -bajo 
reglas estándar- ante una autoridad común. Me refiero a que en un proceso administrativo se puedan hacer los reclamos 
pertinentes si se considera que no fueron justos con uno. 


En cualquier caso, me parece que esto es mejor que lo que tenemos, porque el actual es un sistema múltiple no conexo. De todos 
modos, creo que se podría explorar si hay ambiente para hacer algo en ese sentido, porque considero que es un tema que 
interesa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sobre este artículo haríamos, pues, las consultas del caso con sus autores. 


SEÑOR ATCHUGARRY - Sí, en ese sentido concreto: ver qué pasa si establecemos directamente que hay un único registro para 
contratar con el Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se procederá en ese sentido. 
Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 


"Artículo 8*.- Todo contrato se celebrará mediante el procedimiento competitivo que mejor se adecue a su objeto y a los principios 
generales de la contratación administrativa, de acuerdo a lo previsto en las disposiciones siguientes". 


En consideración. 


SEÑOR NUÑEZ.- Este artículo, al igual que los siguientes, cambia el mecanismo general de contrataciones del Estado. Antes, 
como regla general, se utilizaba el procedimiento de la licitación pública; en determinadas condiciones, el de la licitación abreviada 
y luego, en algunos casos, se permitían excepciones para que se pudiera contratar en forma directa. Se trataba de un 
procedimiento bastante claro para cualquier sector de la Administración Pública, oficina u organismo. Sin embargo, y si bien en los 
próximos artículos se mantiene como elemento importante la licitación pública hasta determinados montos, este artículo establece 
un cambio bastante importante porque habla de "procedimiento competitivo que mejor se adecue". Por lo tanto, la filosofía ya no es 
la de una regla general, la otra modalidad para determinadas condiciones y luego las excepciones, sino que hay un cambio 
bastante grande que me gustaría discutir en su conjunto. 


Cuando al comienzo de la sesión dije que resultaba necesario hacer un estudio general era para ver todos estos artículos en forma 
global porque, reitero, el sistema se modifica en forma importante. 


También se introduce la subasta o remate -como establece el proyecto de ley- y la licitación privada, que no sé bien en qué 
consiste. En el régimen anterior, la licitación abreviada tenía por objeto adecuar algunos plazos, tiempos y obviamente condiciones 
de exigencia. 


Por su parte, el artículo 13 amplía muchísimo lo relativo a las excepciones que pueden llegar a ser totales para contratar en forma 
directa. Por ejemplo, en uno de los últimos incisos de este artículo aparece, dentro de las excepciones, la expresión "Cuando los 
contratos de préstamos con organismos internacionales de crédito". Cualquiera sea el monto en juego, se puede utilizar la forma 
directa siempre y cuando lo prevea el contrato entre la Administración Pública y el organismo internacional. Lo mismo ocurre con 
las adquisiciones que se realicen con destino a obras por administración directa en la Administración Pública, y así sucesivamente. 
O sea que el régimen cambia y en algunos casos las excepciones no tienen límites. 


Entonces, me gustaría discutir el conjunto de estos artículos porque, repito, ahí cambia bastante la filosofía. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Preguntaría si en la próxima reunión pudiésemos contar con más tiempo para invitar a los 
doctores Delpiazzo y Costa. De repente, habría que cambiar de día o de hora para sesionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, podríamos sesionar a la hora 14 y 30 e invitaríamos a los doctores 
Leonardo Costa y Carlos Delpiazzo. 


SEÑOR ASTORI.- De acuerdo. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto el razonamiento del señor Senador Núñez y creo que deberíamos tener un poco 
más de precisión en esto. Además, en la consulta agregaría un tema que no puede escapar de esta reglamentación. 
Parecería que necesariamente se aplica uno u otro de los procedimientos de acuerdo a las condiciones cuando, 
eventualmente, podrían aplicarse los dos conjuntamente. La licitación no es óbice de la subasta pero en alguna 
redacción parecería que sí. En los artículos 8* y 9* se fijarian principios generales; concretamente, el 9% introduce la 


licitación pública como principio general por encima de 1:100.000 Unidades Indexadas. Pero después se dice que 
corresponderá el procedimiento que establece esa condición, con lo cual se excluye la posibilidad de la licitación, 
aun cuando pueda existir una subasta. Ya nos habíamos enfrentado a este problema. 


SEÑOR ASTORI.- Estamos hablando de unos U$S 30.000, que serían esas 1:100.000 Unidades Indexadas; creo 
que es un límite bastante bajo. 


SEÑOR GALLINAL.- No me parece mal ese límite; mi planteo tiene que ver con lo que expresan los artículos 10 y 
11. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, si estamos de acuerdo, convocaríamos una reunión para el día miércoles a 
las 14 y 30 horas con la presencia de los doctores Leonardo Costa y Carlos Delpiazzo. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 1 minuto) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


